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ESTADO INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO 
DE COAHUILA DE ZARAGOZA
PODER LEGISLATIVO

“2015, Año de la Lucha Contra el Cáncer”


	



Iniciativa con Proyecto de Decreto para modificar el contenido de la fracción V del artículo 60 de la Ley  Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila de Zaragoza.
· Mediante la cual se propone que la inhabilitación para desempeñar un empleo, cargo o comisión en el servicio público, sea aplicable no sólo por resolución jurisdiccional, sino también por resolución administrativa que dicte el órgano que corresponda.

Planteada por la Diputada Lariza Montiel Luis, conjuntamente con las Diputadas y Diputados integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional “Alonso Lujambio Irazábal”.
Fecha de Lectura de la Iniciativa: 14 de Noviembre de 2015.

Turnada a la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia.

Fecha del Dictamen: 11 de Agosto de 2017.
Decreto No. 913

Publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado: P.O. 64 / 11 de Agosto de 2017

H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO

DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

PRESENTE.- 

Iniciativa que presenta la Diputada Lariza Montiel Luis conjuntamente con los Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “ALONSO JOSÉ RICARDO LUJAMBIO IRAZÁBAL” del Partido Acción Nacional, con fundamento en lo dispuesto por los Artículos 59, fracción I,  y 67, fracción I, de la Constitución Política del Estado; y 21, fracción IV, y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, sometemos a la consideración de esta Honorable Asamblea, la presente Iniciativa con Proyecto de Decreto para modificar el contenido de la fracción V del artículo 60 de la Ley  Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila de Zaragoza,  al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

La función jurisdiccional es aquella que realiza el estado por medio de sus órganos facultados para sancionar y emitir sentencias y resolutivos a las diferentes controversias y conflictos que le son planteados; ejercida por su sistema denominado generalmente Poder Judicial; jueces o juzgadores impartiendo justicia expedita, imparcial e independiente.
Jurisdicción, proviene de la expresión latina iuris dictio que significa 'decir el Derecho' y alude a la función que asume el Estado, a través de los jueces y tribunales, de administrar la justicia, aplicando el Derecho a los casos concretos que se les presentan. En este sentido se habla también de función jurisdiccional y corresponde a los juzgados y tribunales determinados por las leyes.

Por otro lado, tenemos el régimen totalmente aparte y organizado de forma diferente, que se refiere a la sanción administrativa y las autoridades del rubro encargadas de aplicar sanciones  de esta naturaleza. Al respecto, resulta oportuno citar como referencia los siguientes criterios de la Suprema Corte de Justicia de la Nación:

Novena Época

Registro: 185655

Instancia: Segunda Sala

Tesis Aislada

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

Tomo : XVI, Octubre de 2002

Materia(s): Administrativa

Tesis: 2a. CXXVII/2002     

Página:   473

RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. OBJETIVO DEL PROCEDIMIENTO RELATIVO.

Los actos de investigación sobre la responsabilidad administrativa de los servidores públicos, son actos administrativos de control interno que tienen como objetivo lograr y preservar una prestación óptima del servicio público de que se trate, sin que estén desprovistos de imparcialidad, si se toma en cuenta que la función pública, que necesariamente se realiza por individuos, responde a intereses superiores de carácter público, lo cual origina que el Estado vigile que su desempeño corresponda a los intereses de la colectividad; de ahí que se establezca un órgano disciplinario capaz de sancionar las desviaciones al mandato contenido en el catálogo de conductas que la ley impone; asimismo, la determinación que tome dicho órgano de vigilancia y sanción, se hará con apoyo tanto en las probanzas tendientes a acreditar su responsabilidad, como en aquellas que aporte el servidor público en su defensa, según se desprende de la lectura de los artículos 64 y 65 de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, pudiendo concluir con objetividad sobre la inexistencia de responsabilidad o imponer la sanción administrativa correspondiente, esto es, la investigación relativa no se lleva a cabo con el objetivo indefectible de sancionar al servidor público, sino con el de determinar con exactitud si cumplió o no con los deberes y obligaciones inherentes al cargo y si, por ende, la conducta desplegada por éste resulta compatible o no con el servicio que se presta.

Novena Época

Registro: 194475

Instancia: Segunda Sala

Jurisprudencia

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

Tomo: IX, Marzo de 1999

Materia(s): Administrativa, Laboral

Tesis: 2a./J. 14/99        

Página:   257

TRABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO. ES IMPROCEDENTE LA VÍA LABORAL PARA DEMANDAR LA REINSTALACIÓN O LA INDEMNIZACIÓN CUANDO LA DESTITUCIÓN, CESE O SUSPENSIÓN CONSTITUYE UNA SANCIÓN POR FALTAS ADMINISTRATIVAS.

Es improcedente la vía laboral para demandar la reinstalación, o bien, la indemnización de ley por despido o suspensión injustificados, cuando este despido o suspensión constituyen una sanción impuesta al servidor público por faltas administrativas, en virtud de que en este supuesto no se está frente a un acto del patrón Estado que suspende o despide a un trabajador en los términos de la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado; estrictamente, no existe un acto de naturaleza laboral que genere un conflicto entre el trabajador y el patrón Estado, sino que se trata de la suspensión o destitución como sanción administrativa impuesta por el Estado por faltas de carácter administrativo conforme a lo previsto en el título cuarto de la Constitución denominado "De las Responsabilidades de los Servidores Públicos" y en la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, que reglamenta dicho título. Si bien las acciones de reinstalación y pago de salarios caídos persiguen finalidades esencialmente iguales, tanto en el ámbito asimilado al laboral que es propio de los burócratas, como en el ámbito administrativo que acaba de señalarse, no deben confundirse entre sí, porque reconocen génesis jurídicas diferentes, ya que la primera se halla fincada en la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado (en competencia federal), o en las leyes locales que rigen las relaciones entre los Estados y Municipios con sus servidores (en la esfera estatal), mientras que la segunda deriva de la aplicación de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos o de las leyes locales respectivas. La distinción es fundamental y de gran trascendencia, porque reconociendo ambos regímenes normativos -el asimilado al laboral y el administrativo-, diferentes causales de suspensión y remoción, distintos procedimientos y diferentes defensas, las acciones a que dan lugar no pueden, válidamente, confundirse, porque no son optativas ni intercambiables, de tal manera que cada una sigue su propio curso. Por tanto, aunque a través de una acción laboral se demande la reinstalación, el pago de salarios caídos o aun la indemnización, alegando despido injustificado, si la suspensión o el cese constituyen una sanción administrativa, la vía laboral es improcedente porque no se trata de un acto laboral sino administrativo; tanto es así, que los tribunales del trabajo no podrían decidir sobre la procedencia de las prestaciones laborales exigidas, sin examinar y decidir sobre la legalidad de la sanción administrativa, lo cual queda fuera de su competencia material.

En este orden de idea, debemos reconocer que las autoridades administrativas poseen en la facultad amplia de crear órganos especiales para aplicar, exclusivamente, sanciones administrativas, tan es así, que las leyes de responsabilidades de servidores públicos poseen tres grandes apartados o regímenes: el juicio político, que lo impone el Congreso que resulte competente, la Declaración de Procedencia en Materia Penal, también determinada por el Poder Legislativo que sea competente en cada caso, y, las llamadas Responsabilidades Administrativas, que, suelen ser impuestas por los llamados órganos de control o contralorías.

En los hechos, tenemos un vacío que genera problemas en la práctica con nuestra Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales de Coahuila, concretamente en el artículo que se lee:

ARTÍCULO 60.- Para la aplicación de las sanciones a que hace referencia el artículo 56, a los servidores públicos de la Administración Pública del Estado, centralizada y paraestatal, se observarán las siguientes reglas:

…..

V.- La inhabilitación para desempeñar un empleo, cargo o comisión en el servicio público, será aplicable por resolución jurisdiccional, que dictará el órgano que corresponda, según las leyes aplicables; y

En este orden, queda claro que la autoridad jurisdiccional puede imponer sanciones administrativas a su personal, pero, cuando estas sanciones pertenecen a procesos ajenos, los órganos de control también pueden imponer la inhabilitación y no sólo los órganos jurisdiccionales; en su caso, el afectado con tal resolución podrá combatir la misma ante la autoridad jurisdiccional que considere, ya sea por vía del amparo o del Tribunal de lo Contencioso Administrativo. 

Dejar la redacción de la fracción quinta del artículo 60 como está, limita a la autoridad administrativa en sus procedimientos sancionadores, y establece confusiones en los procesos correspondientes.

Por los razonamientos y fundamentos legales expuestos, sometemos a la consideración de este H. Pleno el siguiente proyecto de:

Decreto

ARTÍCULO ÚNICO: Se modifica el contenido de  la fracción V del artículo 60 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila de Zaragoza, cuyo texto quedaría de la siguiente forma:

ARTICULO 60.-…….
I.- A la IV.-…….
V.- La inhabilitación para desempeñar un empleo, cargo o comisión en el servicio público, será aplicable por resolución jurisdiccional o administrativa, que dictará el órgano que corresponda, según las leyes aplicables; y

VI.-….

TRANSITORIOS

PRIMERO.- El presente decreto entrara en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO.- Publíquese el presente decreto en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

SALTILLO, COAHUILA A 14 DEL MES DE DICIEMBRE DE 2015

ATENTAMENTE
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“POR UNA PATRIA ORDENADA Y GENEROSA 

Y UNA VIDA MEJOR Y MAS DIGNA PARA TODOS”

GRUPO PARLAMENTARIO 

“Alonso José Ricardo Lujambio Irazábal”

         DIP. LARIZA MONTIEL LUIS                                             DIP. JESÚS DE LEÓN TELLO



DIP. YOLANDA OLGA ACUÑA CONTRERAS
DIP. JOSÉ ARMANDO PRUNEDA VALDEZ

